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INTRODUCCION 

Expondré un pmro de vista académico, respetuoso de lo político, pero 
crítico y no doctrinario en el sentido de tekicamente inútil, aunque es sabido 
que no existe mejor práctica que una buena teoría, construida de modo induc- 
tivo sobre la base de la experiencia y la investigación. 

Resumiré algunas proposiciones, concretas y operacionales, de reformas 
orgánicas a nuestra Carta Fundamental y, consecuentemente, a la legislaci6n 
complementaria, destinadas a implantar un Estado Regional en Chile’. 

Pero formular6 tales proposiciones sobre la base de una fundunzmtación 
que les dé sentido. Y en esta tarea de cimentar mis proposiciones parece que lo 
esencial estriba en la interpretación del Estado y la Sociedad en Chile, situando 
el tópico en relación con la modernización, para lograr una más legítima 
gobemubilidud de nuestra Sociedad Estatal. 

En la consecución de ese objetivo, algunos propugnan la jibarizacidn del 
Estado, coetánea a la expansión del individuo, abogando por las privutizaciones 
y desregulaciones en carácter de fines autorreferentes. Otros sustentan la mo- 
dernización del aparato estatal, para que sirva mas eficientemente sus innumera- 

‘Esta monografía es la últuna del autor en la que hn sido. desde 1991, una lfnea de mvesti- 
gación en el tema. Consecuentemente, asumo aquí conceptos, ideas y otros antecedentes vertidos 
en mu pubhcaaones anteriores en tomo de la regionaliraci6n. como proceso relevante de la 
modemizacu5n tanto de nuestro Estado-Goblemo cuanto de nuestra Sociedad-Estatal. Me remito. 
entonces y principalmente, alas fuentes siguientes: 

“Una Tesis para IU. Rrfonna del Estado en Chile”, XXIII .lomadas Ch&~ns de Derecho Pú- 
b/ico (Facultad de Derecho de la Universidad de Concepción, 1992). pp. 42 ff: “El Nuevo 
Gobierno Regional Chileno”, III Revisro de Derecho de lo Unirersidad Austrrd de Chfle (1992). 
pp. 7 ff : “Sobre la Regionaliwción del Estado en Chile”, Socretas. Rewsta de lo Academia de 
Cwrcius .kxh.~ del Iustituro de Chfle. N” 2-3 (1993). pp 269 ff.. “Descubrrendo el Futuro de 
Nuestra Sociedad Estatal”, XX Raistn Chilena de Derecho. N” 2.3. T. 1 (1993). pp. 209 ff.: “La 
Regionalización de Chlle y la Modemtzactón de su Sociedad Estatal”, V Reclsta de Derecho de lu 
tiniversrdad Ausrml de Chile (1994). pp. 63 ff; “Relevancia del Derecho Público en la Fomnci6n 
del Llcencmdo en Derecho”. Re~isin de C~e~rcras Snc~~ies de IU Universrdad de Vulporaíso. N” 42 
(1994), pp. 145 ff.; “Cambios en el Estado para el Desarrollo Armónico de Chile”, en 
CORCHILE: Lus Re,qiones... Ahora (Concepción. Impresos Valverde, 1994). pp. 20 ff.; “Re- 
gtonalización y Modemzación del Estado en Chile”, Reviso¡ de Derecho de la Universidud Catd- 
irca del Norte. N” 5 (1995), pp, 42 ff.; “Reforma al Estado Constitucional pan la Defensa de los 
Derechos Humanos en Amtkica Latina”. III Dereito (Santiago de Compostela), N”2 (19941, 
pp. 79 ff.: y, finalmente. “Fundamentos y Propos~~ones para un Estado Regional en Chile”. 
Conferencia de Clausura de las Jornadas Nacionnles de Regionalianción celebradas en Punta 
Arenas. dlctada el 1” de septiembre de 1995 (aún no publicadas). 
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bles cometidos, desburocratizándolo por la supresión de órganos y simplijica- 
ción de procedimientos, pero sin aliviarlo de ninguna misión importante. No 
faltan, por último, los que defienden propuestas de reestructuración administra- 
tiva, funcional y territorialmente concebidas, pero difusas -o confusa.- en las 
finalidades perseguidas y sin penetrar, para nada, en las demás funciones públi- 
cas tradicionales. 

Pienso que esas y otras proposiciones son, al menos en parte, acertadas. 
Pero el descubrimiento, con lentitud es cierto, del Estado Gobierno que anhela- 
mos nos sitúa en una agenda de transformaciones mucho más hondas y vastas. 
Por eso. me asiste la convicción que el Estado Regional es la forma de Sociedad 
Política más congruente con la aspiración modernizante de los chilenos. Ese 
Estado Regional -espero ante ustedes demostrarlo- implica optar por una nuevva 
Sociedad, sobre la base de una legítima Razón Civil de Estado, fundada en la 
cultura y que se refleja en un Nuevo Contrato Social. 

1. NATURALEZA DEL NUEVO ESTADO 

El concepto de Estado Regional es central en esta exposici6n2. 
El implica la expansión de los roles y de la autonomía de la Sociedad Civil; 

la correlativa contraccidn y redefinición de los cometidos del Estado Gobierno: 
pero sobre todo, asume la realización de los valores de la participación, el con- 
trol y la solidaridad como legitimantes de nuestra convivencia democrática Y 
despues de todos los objetivos y rasgos enunciados, el Estado Regional se 
presenta, por último y además, como unafonlza de redistribución territorial del 
Poder, en el ejercicio de las variadas funciones que le incumben y no ~610 
respecto de la subfunción administrativa. 

En el complejo asnto enunciado, adoptaré como vértice de referencia a 
nuestro Estado de Derecho, es decir, un valor que resume la esencia de la convi- 
vencia justa y libre, pacífica y segura, en la que ninguna arbitrariedad queda 
impune. 

Es ese tipo de Estado el único coherente con la democracia directiva’, esro 
es participativa y solidaria que anhelan los chilenos; una democracia en que la 
soberanía sea limitada por el respeto y promoción de los derechos humanos, 
ejercida con transparencia, conuoladamente y sirviendo al bien común que es el 
de cada uno y todos los miembros de nuestro Pueblo. 

Pues bien, dos años y medro atrás, en Jornadas como ésta, expuse algunas 
ideas acerca de la reforma de nuestro Estado para avanzar en el desarrollo 
arm6nico de Chile4. Imperativo considero aquí resumir los argumentos aludi- 

z Un anáhsis comparativo del Estado Regional y  del Estado Federal. tópico en el cual hay 
muchas disquisnones, sc halla en Pedro José FRIs: “El Federahsmo Rnisecula?, Rer#sta 
Socfetus de In Acndernu de Ciencm Suciules del Imiituro de Chile, N” 2-3 (1993). pp. 103 f f .  
Una exposxlbn completa y  en plenitud wgente hasta hoy es la efectuada por Paolo BISCARE’III DI 
RLIFFIA en “Las Formas de Estado de la Epoca Moderna”, 1 Anuürin Jurldm del Instituru de In- 
wrnguoon~s Jurniicus de la Unrversid<idAurdnon~a de México (1974). pp. 15 f f .  

3 Rainer TETZLAFF, “Democracy and Development as Unwersally Valid Standards? 
Opportumties and Risks of Democratizaion in Non-European countries”, Law and Sfate, N” 49- 
50 (1994), pp. 17 f f .  

4 Consúltese el texto aludido en Corporación pan la Regionalización de Chile: Las Regio- 
nes.. Ahoro (Concepción, Imp. Valverde, 1994), pp. 20 f f .  
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dos, porque configuran el contexto en el cual cobran sentido las proposiciones 
concretas que haré. Estas se referirán al esfuerzo que debemos realizar para iris- 
?itucioxalizar, es decir, arraigar en la conciencia colectiva un Estado Regional y 
no, como ocurre hoy, una reducida descentralización -y nada más que adminis- 
trativa- del mismo. 

Digo aquí, como lo aseveré entonces, que tengo en mente el concepto y 
funciones del Estado en Chile en las últimas cinco o seis decadas. Y al respecto 
expuse tres tesis, cuyo contenido rermevo ahora. 

Soy crítico del centralismo en sus variados aspectos; defiendo la descentra- 
lización integral, en la cual incluyo las homónimas polftica y jurídica, porque no 
empecen a la unidad ni soberanía nacional; y propugno que la autonomía de la 
Sociedad regional, provincial. comunal J vecinal será más efectiva en la medida 
que esos cuatro sistemas subnacionales dispongan de medios con los cuales 
formular, ejecutar y controlar sus polfticas, planes y programas de bienestar y 
desarrollo. 

Podrán ustedes advertir, por ende, que al hincapié usual en la descentraliza- 
ción territorial y funcional, en ~610 dos o a lo más tres niveles, añado aquf mi 
enfásis en la municipalizacidn y el nexo de este proceso con el fortalecimiento 
de las comunidades vecinaks y otras organizaciones básicas de la Sociedad. 

II. RELEGITIMACION DEL ESTADO 

Hago mi planteamiento en pro del Estado Regional no porque este constitu- 
ya una panacea que nos alivie de todos los males políticos y engendre puras 
virtudes sociales. Lo hago, por el contrario, convencido que dicho Estado es 
más modesto, pero mejor adecuado para resolver dos de sus actuales problemas 
internos capitales. 

El primero de tales problemas yace en que el Estado es una forma política 
demasiado grande, distante de los gobernados, centralizada, burocrática e 
ineficiente como para hacer real la participación, la solidaridad, el control y la 
responsabilidad tipicas de la Democracia Social. Y el segundo de aquellos pro- 
blemas radica en que el Estado es una forma polftica en exceso peguefia para 
asimilar y resolver, con eficacia, las demandas de bienes y servicios que le 
plantea una Sociedad en búsqueda de la participación y demás valores recién 
señalados, todos los cuales apuntan a un armónico desarrollo humano5. 

La combinación de los dos problemas planteados, que son universales y no 
únicamente predicables del caso chileno, se erige un una delicada cuestión de 
legitimidad para el Estado que heredamos y hoy conocemos. Esta cuestión 

5 Tal es, par lo demlr. una de las tesis centrales del actual esfuerzo por el Desnrrollo 
Humano: “Las presiones impuestas al Estado Nacional, tanto desde arriba como desde abajo. 
estti empezado â modificar los conceptos traduonales de la gobernacidn. ( ..) Hoy dia el Estado 
Nacional es demasiado prquefio para las cosas grandes y demasiado grande para las pequehs”. 

V&se al respecto Centro de Comumcauón, Investigaaón y Documentach entre Europa, 
España y Américn Latina (CIDEAL): Informe sobre Desarrollo Humno 1993 (Madrid, Ares 
Caíticas Toledo, 1993). p. 6. 

TEXLAFF, supw nota N” 3, p. 23, observa -en hgamen con la problemática insinuade que 
asistimos a la transición desde un Mundo de Esrudus a unn Comunidud hfundiul. en 18 cual BU- 
menta el peso político de las Sociedades y disminuye, correlatwamente. el de los Gobiernos. 
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apunta al meollo de las razones por las que se reconoce o no libremente una 
estructura de gobierno y, por ende, exige pronunciamientos en ligamen con la 
modernización de nuestra Sociedad Política. 

Consecuentemente la cuestión central, a partir de la cual el debate debe ser 
establecido, radica en que el Estado de hoy no es fuerte en su legihmidud, aun- 
que sea extendido, caro y ampuloso. Ese Estado, por el contrario, es débif en su 
independencia frente a partidos y grupos corporativos; y es, además, incapaz de 
cumplir eficazmente muchas de las funciones y cometidos esenciales que debe 
satisfacer en una Sociedad moderna 

A partir de ese criterio, surge la necesidad de fortalecer la legitimidad del 
Estado, mediante la vigorización de las areas y funciones que le son propias, 
Este proceso ha de llegar a término mediante la supresión de los excesos de po- 
testades y cometidos que 10 han caracterizado como Estado de Bienestar u otro 
de rasgos colectivistas. Tratase. entonces, de concentrar sus capacidades de di- 
rección, ejecución y control en las funciones que jamás podrá abdicar para la 
gobetnabilidad justa de una Sociedad democrática. 

Pero la contrapartida de este planteamiento es mas importante. Ella consis- 
te en la necesidad de institucionalizar una Sociedad Civil también fuerte. Frente 
a la noción que supone que dicho tipo de Sociedad culmina. forzosamente, en 
un Estado débil, o que un Estado vigoroso se corresponde con una Sociedad 
Civil frágil, mi idea central estriba en que es posible construir ambos términos 
en dirección a su potenciación, cada cual en el ámbito legítimo de competen- 

cias, el Estado, y de roles, la Sociedad que les incumbe en una comunidad de- 
mocrática. 

Lejos de poner en duda la necesidad y justificación de esta especie de forma 
política, por lo tanto, cuanto expondré buscará defenderla pero, entiendase bien, 
lo haré sobre la base de propugnar su profunda modificación o reforma 
institucional para ajustarla a las demandas del nuestro y del futuro tiempo6. 

III. OBJETIVO DEL CAMBIO PROPUGNADO 

Si esos son los dos problemas principales. Lsobre cuál base fundamentar la 
búsqueda de soluciones en la línea insinuada? 

Mi tesis consiste en que el no Estado o Sociedad Civil’, locución ésta con 
la que abarco todo lo que es nuestra convivenciafuera del aparato del Estado, 
ha quedado en la sombra conceptual y práctica, en situación pasiva y no 
protagonica de la vida nacional, regional, comunal o vecinal. 

De frente al Estado, la Sociedad chilena ha sido usualmente concebida 
como un ente desprovisto de autonomía. En toda la trama funcional y territorial 

h Consúltese Sergm BOISIER. Terrilorm Esrudo y Sociedud. Reflemones sobre Descenrral~- 
zicidn y De.sorrollo Re~ionnl e,t Chile (Santiago. Pehukn Editores, 1990). p. 139. 

‘Un marco teórico sugerente en el rubro se halla en los atiículos “In Semh of Cw11 
Society” y “Clvil Swiety and its Future”, incluidos en John A. HALL (editor): Cwl Sucicly 
(Cambridge, UK., Polity Press. 1995). 
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de agrupaciones que la componen, esa Sociedad ha sido pensada y tratada como 
algo inmaduro e incapaz de accidn propia. Hasta hoy, muchos se manifiestan 
escepticos de la madurez de los grupos sociales para asumir, responsablemente, 
las funciones que el Estado Burocrático debe entregarle. Análogo escepticismo 
manifiestan en punto a que el Pueblo resuelva, por vías de la democracia 
smidirecro, asuntos y conflictos que se plantean en el nivel nacional, regional, 
provincial 0 comunal. 

¿Cuáles son las comecuencias principales de esa expansiún estatal, paralela 
a la contracción social? Permítaseme resumir algunas implicancias derivadas de 
lo expuesto, sin excepción negativa. 

Setíalo, en primer lugar, que los nexos de la Sociedad con el Estado -y 
pienso aquí en los cuatro niveles ya mencionados- son escasos, débiles, distan- 
tes, poco intensos y no resolutivos. En definitiva, son nexos establecidos por el 
propio Estado, corren vertical, descendente y centralizadamente de éste a la 
Sociedad y rara vez en sentido contratio, quedando controlados por el mismo 
Estado a través de la legislación, la Administración, las entidades contraloras, la 
Judicatura y demás órganos del Estado que dictan y llevan sus decisiones a la 
práctica, incluso coactivamente. 

Genérase y crece por eso la apatía y el desinrerés cívicos no ~610 en la ju- 
ventud, por lo cual tampoco debe sorprendernos que más del 60% de la pobla- 
ción sondeada, en julio de 1995, declarara su indiferencia respecto de la política 
y los actores de ella. La gravedad de tal pafhos es comparable al bajo nivel de 
legitimidad, que se asigna por la misma muestra-y otra de abril de 1996- a los 
partidos, al Congreso y a la Magistratura. Y pocos podrán rebatir que la apatía e 
indiferencia son enemigos mortales de la democracia. 

Algo semejante afirmo sobre los sistemas social y económico, los cuales 
son, frecuentemente, concebidos con rango de prolongaciones del sistema polí- 
tico, es decir, sin capacidad de decisión propia porque les ha sido trazada e im- 
puesta por el Estado aparato, prescindiendo de la potestad determinante de 
aquellos dos sistemas sobre este último. 

Para ilustrar lo que pienso, digo que lo expuesto se aplica a la enseñanza., a 
la salud y seguridad social, al empleo y las condiciones de trabajo dignas en las 
más diversas faenas urbanas y rurales, a la inversi6n y a la actividad empresa- 
rial, a la investigacibn cientffica y tecnológica, en fin, a la tutela del ambiente 
natural. 

Esas son algunas áreas de actividad en que, si rigieran los valores de liber- 
tad, participación y solidaridad, la sociedad libremente -y no con la imposición 
vertical del Estado- deberfa tener una injerencia preferente. Esas áreas, sin 
embargo, han sido úsualmente asumidas por el Gobierno. Aunque es claro el 
avance logrado en la retracción pública en aquellos y otros rubros durante los 
últimos veinte años, todavía gravita pesadamente entre nosotros, como algo 
atávico, que es al Estado -y no a la sociedad- a quien incumbe actuar en ellos. 
Persistimos en la creencia, por ende, que en la concreción de la agenda expues- 
ta el Estado es tan confiable como desconfiable resulta la sociedad en sus 
variadas divisiones territoriales y funcionales. 
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IV. CONCENTRACION POLITICA 

¿Por qué, pregunto, persiste en Chile un Estado política, socioeconómica y 
jurídicamente centralista? iCuales razones pueden fundar la tesis de quienes 
critican o postergan -más allá de las palabras- la descentralizacion en esa triple 
dimensión, con hincapié en lo político y jurídico, diciendo que ella destruiría la 
unidad nacional? ¿Por qué sigue rampante un concepto del Estado que niega a la 
Sociedad la capacidad de formular, ejecutar y controlar las políticas, planes y 
programas de desarrollo que la afectan o interesan, dictando cada cual -dentro 
de ella- su bloque jurídico, con la autonomfa inherente a la autorregulaci& 
puma1 que propugno? iEs acaso el Poder un instrumento propio del Estado y 
no del Pueblo? ¿Y es, por ventura, el Derecho un producto exchsivo de esa yo- 
luntad estatal7R 

Respondo con una conjetura que, pese a ser ~610 tal, estimo cercana a la 
interpretación histórica objetiva y de la realidad: ocurre lo que he expuesto 
porque las decisiones del Legislador, la Administración y la Judicatura, como 
asimismo, los comportamientos de líderes, individuos o grupos eran y son, en lo 
común, realizados y evaluados por su significado político. esto es, de conquista 
del Poder para gobernar a la Sociedad. De lo cual se sigue que, la opción des- 
centralizadora propugnada aquí, conlleva una redistribución del Poder; la 
redefnición de lo público en parangón con lo privado; en fin, presume otro 
corzcepto de lo político, menos omnicomprensivo para que lo social también 
goce de su legítimo lugar. 

Siguiendo esa huella, que ya no podemos continuar, llégase a entender por 
qué controlando al Estado como aparato de gobierno centralizado se hace luego 
lo mismo con lo añadtdo a Cl. Y así se comprende también la importancia de 
dominar aquel Estado Aparato, premunido de potestades que se ejercen, en 
última instancia, en la capital de la República. Y se entienden asf, por último, 
los motivos que explican -es cierto que sin justificar- la mantención concentra- 
da del Poder, más que nada en el Organo Ejecutivo y los partidos polfticos, los 
cuales mediatizan, influyen y, en ocasiones, hasta determinan las decisiones de 
aquél. 

Deteniéndome en esta última afirmación, no puedo omitir una apreciación 
crítica del rol que, en dicho problema, han desempeñado los partidos. 

Siendo un defensor convencido del carácter insustituible y, por ende, rele- 
vante que ellos tienen en la democracia, principalmente en su modalidad repre- 
sentativa, creo, sin embargo, que los partidos explican, en medida no única pero 
si considerable, la concentración política que critico. Por su tendencia tw rever- 
tida a manejarlo todo desde h capital y a proyectar ese manejo sobre la Presi- 
dencia JZ el Congreso, sin perjuicio de hacerlo después o simultáneamente sobre 
los órgarms submciomles, los partidos han agravado la secuela del centralismo. 
La agenda de cambios incluye, por ende. este crucial y difícil asunto, con el 
propósito de relegitimar a los partidos en sus funciones representativas, pero 
afirmando que no son los eslabones únicos de lo social con el Estado, ni que es 
sostenible su apoderamiento de este último. 

R Una sugerente, resuelta y fundamentada diseltación en el tópico es ta de Laurent COHEN- 
TANUGI. Le Droir Sart I’Érat. Sur lo Democrarie en France et en Amerique (Paris, Presses 
Universltaires de France, 1985). 
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Sobre la misma premisa, finalmente, se explica una de las causas de la 
corrupción. Esta, desgraciadamente, se nutre mejor de un Poder centrado y, por 
idéntica anomalía, mas oculto y menos fiscalizado y responsable. 

V. REFORMA REGIONAL 

¿Qué se ha hecho para detener el proceso descrito? La respuesta me lleva a 
la Reforma Regional, emprendida en 19749 y profundizada en 1991. 

Algunos han calificado a esa reforma constitucional como el cambio de 
mayor profundidad y alcance hecho al Estado en el presente siglo. Otros, más 
moderadamente, le han asignado el rasgo de ser la mayor reestructuración del 
gobierno interior efectuada desde 1925”. Personalmente, estimo que la modifi- 
cación a la Carta Fundamental introducida en 1991 es, sin duda, de envergadura 
y relevancia, pero que se sitúa a medio camino en la satisfacción de los pro- 
pósitos a que me he referido. 

Para explicar mi posición, permítaseme decir que la reforma seiíalada man- 
tiene lafornm unitaria de nuestro Estado, a 10 cual adhiero por reputar inviable 
entre nosotros al federalismo. Pero agrego que, en punto a los cambios, ellos no 
tienen la magnitud que muchos le han atribuido”. 

En efecto, la reforma consagra un Estado Unitario descentralizado, o 
desconcentrado en su caso, de acuerdo a lo que disponga la ley. Pero la descen- 
tralización y la desconcentración referidas son procesos únicamente administra- 
tivos, no políticos, legislativos, judiciales ni de control. En otras palabras, son 
procesos que atañen sólo a UM de lus tres subfunciones del Gobierno’2, quiero 
decir a la subfurzcióft administrativa. Esta consiste en satisfacer de manera regu- 
lar y continua, las necesidades de la comunidad a través de los servicios públi- 
cos y demás organismos creados por la ley para ese objeto, importante pero 
rutinariot3. Consiguientemente, el proceso de regionalización no abarca las 
subfumiones ejecutiva v política del Gobierno y tampoco, lo reitero, lasfincio- 
nes legislativa, judicial y de control. 

Bien sostuvo en su tiempo el Presidente Av1win14 que la regionalización 
debe aplicarse, prioritariamente, en el rubro admikstrativo, porque es allf donde 
se advierte la mayor concentración de potestades y cúmulo de cometidos. Pero 
eso no puede excluir el tesón por llevar a la práctica tal proceso en los demás 
aspectos referidos y que. en definitiva, son los que transforman al Estado en 

4 Consúltense Ias dispanones, aún en parte vigentes, de los Decretos Leyes NoS. 573 y 575. 
ambos de 1974. el primero con el Estatuto del Gobierno y Administractón Interiores del Estado. 
mientras que el segundo dedudo al Establectmirnto de la Regioqaliznci6n del Pals para los 
efectos del Goblemo y Administración del Estado. 

‘“Revísese Gonzalo D. MARTNER, Descenrralizocidn “ hfodernizuciún del Esrodo en lu 
Transiciún (Sannago, LOM Ediciones. 1993). 

” Me ocupé del asunto en “Sobre el Nuevo Gobierno Regmnal Chileno”, III Revista de De- 
recho de lo Urziveersidud Ausrrui de Chile (1992). pp. 6 ff 

“El autor analizó el tana en su Teoría del Gobierno (Santlago, Fncultad de Derecho de la 
U. Catóhca de Chile, 1988. 2’ Edición. 1996), pp. 79 ff 

l3 Artículo 25” de la Ley No 18,575 de 1986 y sus reformas, Ley Orgánica Constitucional de 
Bases Generales de Administración del Estado. 

IJ Conferencia dictada en la clausura del “Proyecto Chile 2000” y publicada bajo el título de 
*El Presidente Aylwin y el Estado”, en El Mercurio de Santiago el 3 de octubre de 1993. 
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términos de una descentralización política y jurídica, es decir, de un Estado 
Unitario simple en otro más complejo, pero no Federal, que es el Estado Re- 
gional. 

VI. HACIA LA DEMOCRACIA SOCIAL 

¿Cómo explicar lo ocurrido’? ¿Cómo, si no justificar, al menos responder 
persuasivamente a la pregunta por qu6 es tan difícil producir el cambio que nos 
coloque de veras en la descentralización cabal? 

Creo que las explicaciones son muchas e interdependientes. A riesgo de 
equivocarme, permitaseme plantear, hipotktica y esquemáticamente, dos expli- 
coriones al menos. 

En primer lugar, estimo que nuestra fe en la razón y en el progreso se con- 
jugó, en el presente siglo, con la penetración de ideoZog& o sea, simplificacio- 
nes de la realidad y del futuro sobre la base de interpretaciones equivocadas de 
la historia, las cuales adjudicaron al Estado el rol protagónico máximo en la 
justicia social, la modernización y el desarrollo polftico y socioeconómico. 

En segundo lugar, creo que el Estado ha dominado a la Sociedad y a la 
persona, porque 110 hemos llegado aún a comprender y practicar la democracia 
CONO estilo de vida. Es decir, no la hemos asimilado lo suficiente como para 
forjar una conciencia que trascienda la sola forma de gobierno o elenco de re- 
glas procesales de esa estirpe, pese a la correcci6n con que ellas fueron aplica- 
das. En otras palabras, hemos entendido la democracia en cuanto conjunto de 
normas para que el pueblo elija libremente cada cierto tiempo a determinadas 
autoridades y las controle a través de sus representantes. Pero hemos olvidado 
que ella es, además y principalmente, un estilo pfinnlidud de convivencia carac- 
terizado por la vigencia -diaria JJ constar&+ de valores, tales como la libertad, 
la igualdad y el orden por el Derecho; los valores del respeto y la confianza 
recíproca; del ditilogo, la tolerancia y la disposición a ceder algo para lograr 
compromisos; de la transparencia y sencillez de los procedimientos y decisiones 
públicas; de la eficiencia, control y responsabilidad de los órganos estatales; en 
fin, los valores de la participación y la solidaridad resultantes de asumir, la 
Sociedad misma, nuevas y múltiples actividades conducentes al bien común en 
términos de un desarrollo humano armónico y persistente. 

Eso es, en suma, lo que reputo legítimo y concibo como tarea a realizar. 
Resolvamos. entonces, el dilema de reestructurar al Estado para que sea contro- 
lado y sirva a la Sociedad. Por lo mismo, dejemos de preguntarnos cuál es el 
cambio siguiente que el Estado debe operar para modelar al hombre nuevo o 
hacer, sea o no de alto a bajo, otra Sociedad nacional, regional, provincial o 
comunalmente concebida. La tarea es reinventar el Estado para dejarlo a la altu- 
ra de la persona y la Sociedad de nuestro tiempo, haciéndolo que sirva a éstos y 
no que pueda servirse de ellos. 

VII. PROPOSICIONES REGIONALIZADORAS 

Entro a la exposición del tópico más concreto, o sea, a plantear algunas pro- 
posiciones destinadas a regionalizar nuestro Estado Unitario. 
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Me detendré, sucesivamente, en Ires asuntos, alrededor de los cuales creo 
que es posible ordenar la profundización de las sugerencias que dejaré plan- 
teadas. 

1. Del Estado Unitario al RegiorIal 

Me preocupa, en primer lugar, dejar claro que la regionalización es perfec- 
tanzente conciliable con la esencia del Eftado Unitario y, más todavía, que ella 
contribuye a tonificar la unidad nacional y no, como se dice por algunos detrac- 
tores, a erosionarla. 

Una cosa es, en efecto, el Estado Sinople, concentrado y centralizado, com- 
pendio de las críticas que hemos oído en este seminario; y otro concepto dife- 
rente es el del Estado Unitario que, si se desconcentra y descentraliza, integral- 
mente y no ~610 en el ejercicio de la subfunción administrativa, pasa a llamarse 
Estado Regiotzal “. 

En dicho Estado, el desarrollo equilibrodo de las regiones, su calidad de 
vida mLs o menos homogénea y la participación tan frecuente como efectiva de 
la población en los asuntos que la afectan, explican el fuerte sentirxiento de uni- 
dad tuzcional que lo singulariza, a la vez que permite reconocer que la uniaízd 
w es sinónimo de unif«nnidad 4 igualdad total- entre las regiones que lo inte- 
gran. 

En la perspectiva descrita puede entenderse mejor un postuludo consritucio- 
txzl como el siguiente, susceptible de ser incluido en el artículo 3” de las Bases 
de la Institucionalidad del Código Político vigente: “La Constitución se funda- 
menta en la unidad de la Nación y la Soberanía chilena, reconociendo y propug- 
nando el derecho a la autonomía de las regiones, a la participación y a la 
solidaridad entre ellas”. 

2. Principios Matrices 

El segundo de los tópicos que me interesa mencionar es el pertinente a la 
distribución de conzpete/zcias entre los órganos estatales, en sus diversos nive- 
les, y los entes sociales. Este es un asunto cuya soluciún exige claridad de ideas 
y mmuciosidad en su articulación. 

Pues bien, en mi concepto, tal distribución debe ser hecha ciíiéndose, pri- 
mordialmente, a los principios siguientes: 

1”. Principio de Unidad Nacional, el cual implica que la población de Chi- 
le es, en su totalidad, ~610 una por su cultura en la historia, presente y futuro, 
cualquiera sea el espacio o la función, pública o privada, desempeñada por 
miemhros de tal población, dentro o fuera de nuestras fronteras; 
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2”. Principio de Unidad en el Ejercicio de la Soberanía, cuyo signifcado 
es mantener en el Estado las potestades inherentes a dicho ejercicio (Constitu- 
yente, Legislativa, Ejecutiva, Jurisdiccional, Monetaria, de Control, Electoral, 
etc.), tanto en relacidn con otros Estados, o sea, la independencia (relaciones 
exteriores y defensa nacional), como también las facultades que configuran la 
soberanía en punto a su ejercicio dentro de las fronteras del Estado, es decir, la 
autonomía (orden y seguridad pública interior, con el Ministerio del Interior y 
las instituciones policiales ~610 desconcentradas); 

3”. Principio de Autonomía Regionnl, con el cual me refiero al sentido po- 
lítico o de autogobierno que ha de existir en los 6rgahos públicos de las regio- 
nes, elegidos democrática y periódicamente por la ciudadania local, pero que- 
dando reducida ~610 al ámbito administrativo esa autonomfa cuando se refiere a 
provincias, comunas y unidades vecinales; 

4”. Principio de Cierre o Clausura de la Distribución de Competencias, en 
ligamen con el cual debe tener preponderancia el valor de la unidad nacional 
sobre la autonomía regional, pero afirmando, a la vez, como lo hace la Constitu- 
ción Española de 197816, que tal autonomía va creciendo en la medida que pro- 
gresa el proceso de regionalización y las divisiones territoriales quedan en situa- 
ción de asumir nuevos cometidos; y 

5” Finalmente, aludo a la que, en Francia desde la ley de 1982, se llama la 
gestiórr de proximidad en el espacio y en el tiempo, idea con la cual se alude a 
que, cuanto más cercano a la persona, la familia o el grupo sea la solución de un 
asunto, mayor debe ser la injerencia ep él de los afectados. Al fin y al cabo, el 
sentido de este principio no es mas que la categotizacidn, hermosamente ex- 
puesta por un especialista chileno en descentralización, cuyo texto he adaptado 
en el párrafo siguiente17: 

El entorno territorial de nuestra convivencia presenta varias escalos de rela- 
ción con la posibilidad de intervenir en ellas. La primera es la escala global, 
de nula posibilidad de intervención aun para nosotros y, por lo tanto, archi- 
vada como una categoría referencial. La segunda es la escala naciorrol, en- 
torno sobre el cual tenemos capacidades indirectas de intervención a travts 
de mecanismos político-electorales. La tercera es la escala regional, un en- 
torno de dimensión media para el individuo y los grupos, de amplias posibi- 
lidades de intervención para alcanzar fines personales y colectivos. La cuar- 
ta escala es todavfa mas local, constituyéndose en el escenario óptimo para 
la participación, pero de tamaño insuficiente en cuanto a la solución de 
problemas complejos de amplitud general. Sin embargo, agrego al pensa- 
miento del autor citado que, en este nivel local -de la provincia, comuna y 
unidad vecinal, sucesivamente- es en el que debemos fijar la atención para 
construir un sistema de interpenetracih entre la Sociedad y el Estado, su- 
perando la incisión vertical ~610 de este último en la comunidad nacional o 
subnacional. 

Iú Articulo 2”. al tenor del cual. “La Constmción se fundamenta eo la indisoluble unidad de 
la Naci6o espafiola. patria común e indivisible de todos los espakks, y reconoce y garantiza el 
derecha a la autonomia de las nacionalidndes y regiones que la integran y la solidaridad entre 
ellas”. 

” BOISIER, sqvu nota 6, p. 28. 
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3. Reformas concrelas 

El tercero de los tópicos en que propugno ideas regionalizadoras es, proba- 
blemente, el más revisado por nosotros en este seminario, porque se trata de 
materias jurídicas y políticas cuyo desarrollo operacional, sin embargo, se toma 
tedioso y prolongado. 

Permítaseme con antelación formular una apreciación restrospectiva, al 
hilo de lo expuesto y sin perjuicio de cuanto he planteado sobre la democracia 
semidirecta. 

Resulta nítido, en efecto, que la reforma de 1991 es confitsa en los princi- 
pios IB, incomplera en las normas y, hasta aquí, parcial en su implementación. 
Ella no contempla un Estado Regional <orno el de Italia, España ni, incluso, un 
Estado Descenrralizado como Francia, que era el país centralizado por excelen- 
cia hasta 1982-19. Dicha reforma tampoco ha llegado, como era su modesto 
objetivo original, a una descentralización administrativa real. 

Para fundamentar mi apreciación pido tener presente que, cuando se habla 
con exactitud del Estado Regional, se lo hace sobre un concepto que exige reu- 
nir, como mfnimo y en términos generales, los siguientes requisitos copulativos: 

Primero, que los órganos regionales, provinciales y comunales tengan per- 
sonalidad jurídica de derecho público, funciones, atribuciones y patrimonio 
propio, todo dispuesto por la Constitución en lo esencial, y desarrollado por las 
leyes dictadas con sujeción a aquklla; 

Segundo, que los integrantes de los órganos regionales, provinciales y co- 
munales sean democráticamente elegidos por el cuerpo electoral de la división 
territorial respectiva, mediante sufragio universal y en votación directa, periódi- 
camente efectuada; 

Tercero, que esos órganos regionales, provinciales y comunales reciban de 
la Constitución competencia para darse y cumplir sus propios estatutos, o sea, 
para dictar y ejecutar con autonomía el Derecho que rige en las comunidades 
territoriales respectivas, si bien respetando siempre la Carta Fundamental y las 
leyes del país; 

Cuarto, que el ejercicio de las funciones de administración, jurisdicción y 
control se realicen por organismos regionales, provinciales y comunales autóno- 
mos, no dependientes de, ni subordinados jerárquicamente a, las autoridades 
correspondientes de la capital, aunque sean éstas las que retengan la facultad de 
revisar, sólo a posteriori y por la vía de la tutela si son entes administrativos, o 
del corztrol de constitucionalidad y legalidad en los demás casos, lo resuelto en 
ciertos y graves asuntos en la sede regionalzO; 

En quinto lugar, aludo a la necesidad de arraigar un concepto de servicio 
público -más que nada a nivel local- que, funcio&mente concebido y desple- 
gado por entes sociales, rebase -como parte de una genuina modernización del 

‘8 Ud es rev1saI las tres monograflas. relativamente críticas que, en el t4pico. aparecen en 
Esrmhs Snci<iles. N” 86 (1995). 

Iy Ley N” 18.213 del 2 de marzo de 1982. 
Una síntests actualizada y completa del régimen francés se halla en lacques BAGUENARD, Lu 

Déce~~rroi~wtion (Paris, Resses Universitaires de France, 1994). 
2o Sobre los til?or de courr-oi. Incluidos los nombrados aquf, puede consultarse a Enrique 

SILVA C~MMA, Derecho Adrnrnistrutwu Chileno y Con~parado. El Conrrol Público (Santiago, Edi- 
torial Jurídica de Chile. 1994). pp. 41 ff. 
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Estado en Chile- el monopolio estatal, tan anacrónico como ineficiente, con que 
se lo sigue concibiendo, desde los ángulos ~610 orgánico y procesal”, quedando 
siempre el control externo radicado en instituciones públicas eficientes; 

En semejante orden de ideas agrego, en sexto lugar, que es necesario dotar 
a los órganos regionales, provinciales y comunales de potestades para proteger, 
v.gr., mediante requerimiento anre el Tn‘bunal Constitucional, sus competencias 
ante transgresiones, eventuales o ya consumadas, provenientes de la ley, de la 
administración central o de otras autoridades públicas, planteando también la 
iniciativa de ley, por los Consejos Regionales, aunque ~610 en las materias de su 
competencia y sin reconocerles injerencia colegisladora; 

En fin, incluyo en el listado el fortalecimiento del municipio, a propósito de 
lo cual coincido con la reforma constitucional, hoy en tramite, que le infunde 
carácter de gobierno comunal 22 y, ademas, planteo como alternativa a dicha 
reforma de largo alcance, otra consistente en debatir la regulación del municipio 
como árgano social J ,ZO estnral, asumiendo que es el ligamen de la Administra- 
ción Pública con la comunidad local, dotado de autonomfa, personalidad jurídi- 
ca, régimen estatutario, presupuesto y controles propios. En el mismo plano, 
estimo de relevancia realzar los vínculos del municipio con las unidades vecina- 
les, las cuales deben integrarse en los órganos colegiados del Ayuntamiento, 
con facultades asesoras, por excepción resolutivas y también de fiscalización, 
pero haciendo, en definjtiva, que la comunjdad organizada partícipe en la comu- 
na y controle a sus representantes en ella2’. 

Queda claro, por consiguiente, que los enunciados son requisitos mínimos y 
copuhtivos. Por ende, la ausencia de uno o más de ellos, superlativamente de 
los dos primeros, nos sitúa en el ambito de la desconcentracidn o en lafase ini- 
cial de la descenrralización, pero no en lo característico del Estado Regional. 

Es suficiente, sin embargo, el enunciado descrito para concluir, al confron- 
tarlo con lo ocurrido en Chile. que no se trata de una regionalización genuina la 
que se ha normado entre nosotros. 

” En la doctrina francesa, pettinente es consultar lacques CHEY~~LLIER, Le Service Pubfic 
~Parts. Prews Universitaires de France, 1994). Pan el examen de In cuestión en Chtle puede 
twismse Enrique SILVA CIMMA. Derecho Adminufrafivo Chileno y Comparado. EI Serv;ct> Pú- 
blico (Smtm~o, Edttatinl Jutfdica de Chile. 1995). 

T&tgn.se prW%lte, además, el articulo ú2 incuso 4” N” 2 de la Carta Fundamental. del cual se 
desprende que, el concey>to de servicio púbbco, kne reconocimiento constitucional, pero que éste 
no excluye la pxtictpación de los pnrttcultues en idtktica materia si así lo preceptúa la ley. 

” Se ha mfonnndo púbhcamente, en los últimos días, que el Gobierno objetia esta reforma 
constitucional por etigtr, en el nivel comunal, sistemas de gobierno munictpal. Personalmente. 
apoyo IU reforma y no haga cuesttón del uso de la palabra gobierno para referirse al Qmbito comu- 
nal, considerando que ésta es una cuestión defondo y no semúnttca, vinculada u la autonomía real 
de tos municipios frente al Poder Ejecutivo. Por lo demás, el articulo 100 de la Carta Fundamen- 
tâl, en sus txs incisos, despues de la reforma de noviembre de 1991, conttene imperfecciones 
terminológicas susceptibles de reparos semejantes al dhigido en contra de esta modificación en 
trámite. En tin, estoy convencido que la concepción monolítica y centralizadora de la voz gubier- 
no, radicada excluswa y excluyentemente en el Presidente de la República y sus colaboradores en 
el desempsño de las funciones Ejecutiva, Administranva y Política. vuelven Imposible proseguir 
con el avance hacta una descentralización efectiva. 

z David CADEMARTORI Rosso (ednor), El Municipio. Esrudtos Juridicos (Valparafso, 
CEAL, 1994); Anuro AYLWIN AZÚCAR, “Relacrones entre los Niveles Regional y Municipal”. 
Estudios So&/er. N” 84 (1995). pp. 135 ff.; Gnbiel AGHÓN. “El Financimiento Municipal. Ptin- 
ctpales Desafios y Algunas Opciones”, Esrudios Soci&x, N” 83 (1995). pp. 99 ff. 
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VIII. EXCLUSION DEL CORPORATIVISMO 

Alguien podrfa imaginar que mi tesis resulta affn con el corporativismo de 
asociación, pues ella no lo es, en sentido alguno, con el corporativismo de Esfa- 
do o dictadura de corte fascistaz4. 

Empero, despejo desde ya esa eventualidad, señalando que la expansión de 
la autonomía de la Sociedad, en sus variadas kas de manifestación geográfica 
y funcional, tiene que conjugarse, necesaria o inexorablemente, con la pervi- 
vencia del Estado-Gobierno sólidamente concebido, cuyas autoridades tendrán 
siempre que fundarse en el mandato político y la representación nacional, esto 
sin perjuicio de introducir el referéndum, la iniciativa popular y otros mecanis- 
mos decisorios, de naturaleza democratica, típicos de su vertiente semidirecta. 

Enfáticamente, entonces, afirmo dos premisas, con las cuales quiero descar- 
tar. en términos idénticamente vigorosos, la reestammtalización del Estado-Go- 
bierno25 y la esratalización del Sistema Socia126. 

La primera dice que el Estado-Gobierno siempre tendrá por finalidad el 
bien común, para realizar lo cual deberá cumplir múltiples cometidos, muchos 
nuevos, a través de las funciones y órganos públicos, sean los clásicos u otros 
que van siendo descubiertos. Y la segunda de tales premisas dice que todo lo 
anterior no empece a la descentralización integral del Estado y de la Sociedad, 
como lo he planteado, subrayando la aurorregulacidn, iu participación, la soli- 
daridad y otros valores como los más señeros. 

Y de las premisas expuestas se desprenden dos conclusiones importan- 
tes para la democracia: 

El baluarte de la persona frente al Esrado no es el individuo aisladamente 
considerado, porque el extremo del Estado Todo tiene su equivalente en el polo 
inverso e igualmente peligroso, soñado por algún liberalismo, del Individuo 
Solo. 

Pienso que el baluarte a que me refiero se halla en la Sociedad fuerte, acti- 
va, participativa, solidaria pero a la vez en símisma descentralizada. Y acentúo 
esta descentralización socioeconómica, pues nada o poco de avance en la reno- 
vacibn de nuestro Estado Sociedad para lograr la gobemabilidad y el desarrollo 
armónico de Chile se lograría de mantenerse la concentración territorial y fun- 
cional de las decisiones y recursos de la Sociedad Civil en Santiago, o en 
diminutas oligarquías que resuelven desde allí. 

La descentralización integral del Estado, entonces, tiene que ser concebida 
y practicada como simultánea con la descentralización de las decisiones y. sin 
duda, también de los recursos, sean éstos extractivos, productivos, financieros, 
crediticios, científicos, tecnológicos, de servicios o de comercialización pertene- 
cientes a empresas u otros agentes privados, nacionales o extranjeros, de nuestra 
economía. 

24 Sobre el thnino cuqx~rurivrsmo y sus distintas acepciones, incluidas las dos menciona- 
das, sugiero consultar Giavanni TARELLO, Cultura Jurídico y Pnlifico del Derecho (MCxico D.F., 
Fondo de Cultura Económica, 199% pp. 323 ff. 

l5 Otto HINTZE, Hisroria de lus Formas Políricas (Madrid. Edmxial Revista de Ocadente, 
19681, especialmente pp. 79 ff. 

x Consúltese, en general, John KEANE, Democracia y Sociedad Civil (Madrid, Alianza Fdi- 
torial, 1992). 
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Esa Sociedad internamente descentralizada en lo político y jurídico, en lo 
comunitaric y económico es la que. en la democracia que planteo, genera y 
fiscaliza a las autoridades estatales para que la defiendan y dirijan hacia el bien 
común o consecución de una mejor calidad de vida. Empero y lo repito, esta es 
misión de todos y no una parcela reservada al Estado que la desidia y el egoís- 
mo, el abuso, el fraude, la rapacidad o la codicia llevan a que él tenga que pre- 
venir o reprimir para después quedarse con tal misión. 

Precisamente, entre las razones que explican en Chile la sumisión de la 
Sociedad al Estado se halla la esperanza, ingenua o reflexivamente sentida por 
los estratos medio y bajo de la población, que aquél iba a corregir las disfuncio- 
nulidade~‘~ generadas por la desidia y demás reparos aludidos. 

IX. REGIONALIZACION Y MODERNIZACION ESTATAL 

Doy punto final a este recorrido volviendo a mi afirmación inicial, o sea, 
que la descentralización y la desconcentracibn administrativas gltardan -pero 
escasa- conexión con la regionalización en su sentido genuino. 

En un esfuerzo por llegar a una visión del cambio propugnado. que sea 
armónica e integrada, junto con ponerme -y dejarlos a ustedes también en guar- 
dia con respecto a la hegemonía de las ideologías para resolver la cuestión- les 
vuelvo a plantear nzi tesis central: Debemos tener más persona y Sociedad con 
menos Estado: más autonomía de aquéllos y menos tutela de éste; más partici- 
pación de los primeros y menos representaci6n por 6rganos del segundo; más 
despliegue de la Sociedad y mejores controles sobre los funcionarios públicos; 
en suma, más descentralización social y estatal, concomitante con menos centra- 
lización en esos dos ámbitos. 

En tal contexto, insertemos las privatizaciones, las desregulaciones y sim- 
plificaciones a que hice ya referencia, quedando asi de relieve que éstas no son 
fines en sí mismos**. 

Ponerse en marcha para modernizar el Estado en el sentido de la tesis que 
propongo es comenzar a reemplazar la forma de Estado Unitario, centralizado 
y centralizador que, en gran medida, todavía tenemos, por un Estado Regional 
auténtico, pleno, configurado lenta y principalmente sobre la base de nuestra 
rica y madura experiencia*‘. 

27 Empleo el vocablo rn el sentido exphcado por Manuel GARCÍA PELAYO en Las Transfw- 
IIIULII~~PS ilel Ermdo C,>,rtempnrú!,ei> (Madrid. Alianza Llniversidad, 2’ ed., 1984). pp. 7.20. 

‘RConsultar los artículos de Edgardo BOENINGER y Carlos BLANCO, publicados en ILPES: 
Refrrrno y Modernrzncuk del Esrudn (Santiago, Imp. Cochrane-Mtinetti, 1995). pp. 109 ff. 

% lltu brevíaima descripnón del Estado Regional en Esptia, Francia, Italia y Perú puede 
ccmsultuse en II fuentes siguientes: Francisco FERNANDEZ SEGADO, “LS Ihstribución de Compe- 
tencias en el Estado AutonómIco Español”. IV Revista de Derecho de la Universidad Ausrral de 
Chrir (1994), pp. 64 ff.: Cathenne MEYSON-RENOUX, “El Modelo Frands de Regmnalización”. 
en la Revista y número antes citado, pp. 84 ff.: Taxislo OVIEDO SOTO, “La Regmnalizxián en 
los Derechos Iraliana y Español”, Revisia de Derecho de In Universidad de Concepción. N” 195 
(1994). p. 113.; y Gustavo BACACORZO, “La Regionalización del Perú. De la ConWWción de 
1979 u la de 1993”, lus er Ve~iros, N” 9 (1994). pp. 149 ff. 
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EPILOGO 

Si dos años y medio atrás, en las Jornadas de Valdivia, cerré mis palabras 
con una cita de Alexis de T~qrreville, hoy me despido de ustedes traykndolw 
nuevamente, la enseñanza de ese maestro de la libertad. la democracia y, por 
ende, de la descentralización política. 

En aquella fecha aludí a la tensión existente entre el Grzrn Gobierno y el 
Pequefio Gobienzo en el Estado de Derecho. Traté así de responder a la sigulen- 
te interrogante de Tocqueville”“: 

“¿,Cómo descansar la libertad de las cosas grandes en una multitud que no 
ha aprendido a servirse de ellas en las pequeñas’?” 

Y ahora vuelve a enseñarnos el mismo noble francés cuando escribe, con 
sabiduría y belleza, esta lección que pone de relieve una tensión diferente, pues 
se refiere a la pugna entre los valores de la igualdad y de [a libertad”: 

“En una sociedad en que reina la igualdad de condiciones, al ser los ciuda- 
danos más o menos iguales entre sí, les parece natural encomendar todos 
los detalles de la Administración al mismo Gobierno, a causa de su debili- 
dad individual y de la dificultad que encuentran para entenderse. (....) Todo 
pueblo democrático se deja arrastrar hacia la centralización por instinto. 
S610 por reflexión llega a las instituciones provinciales. Pero la libertad 
provincial así fundada está expuesta a mil azares (derivados de la tensi6n) 
de los principios (que) se disputan la direccibn de los asuntos públicos: La 
igualdad y la likrtad.” 

De ambos valores, los demócratas debemos ser apasionados defensores. 
Pero, en definitiva, Tocqueville adhiere con mayor fervor a la libertad que a la 
igualdad. Y del hombre y sus entornos geográficos. sea la Sociedad o el Estado. 
10 creo lo mismo. 

3o Lo Democrocio en Américrr (1835) (México D.F., Fondo de Cultura Económca, 1963). 
p. 104. 


